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Por su parte, la Administración autonómica es la competente en todo lo relacionado con la prestación sanitaria 
de este colectivo, debiendo garantizar su correcta atención, así como de la escolarización de los extranjeros 
reseñados como menores en edad de escolaridad obligatoria. Del mismo modo, desde la Dirección General de 
Políticas Migratorias, dependiente de la Consejería de Justicia, se gestiona la elaboración de propuestas normativas, 
directrices, planes y programas orientados a la integración de la población inmigrante.

El papel de los ayuntamientos, receptores de esta realidad, también es especialmente relevante a través de la 
cesión de espacios públicos y, la disposición de recursos humanos y materiales.

Ocurre que la intervención de los distintos organismos, con competencia en la materia, no siempre ha sido 
valorada de modo positivo por la ciudadanía y por las organizaciones y entidades que atienden a este colectivo.

Así aconteció con un asunto que obtuvo una importante repercusión social: el internamiento de inmigrantes 
interceptados en costa en el centro penitenciario de Archidona, Málaga II.

Sobre este asunto la Diputación de Córdoba demandó nuestra intervención ante lo que se consideraba un 
incumplimiento de lo establecido en la Ley Orgánica de Extranjería 4/2000 de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social (Reformada por L.O 8/2000, LO 14/2003, LO 
2/2009, LO 10/2011, y RDL 16/2012), como en el Reglamento del funcionamiento de los centros de internamiento 
de extranjeros, aprobado por Real Decreto 162/2014, de 14 de marzo.

Es en esta última norma donde se hace constar que los centros de internamiento de extranjeros son establecimientos 
públicos de carácter no penitenciario en los que deben salvaguardarse los derechos y libertades de los extranjeros 
reconocidos en el ordenamiento jurídico sin más limitaciones que las establecidas a su libertad ambulatoria.

Teniendo en cuenta que se trataba de un asunto que afectaba a varios departamentos ministeriales, este expediente 
de queja se remitió a la Defensoría del Pueblo de España, quien posteriormente nos remitió un informe detallado en el 
que se recogían todas las gestiones realizadas, así como la respuesta de las administraciones implicadas (queja 18/0801).

Por otro lado, y tal como esbozábamos con anterioridad, es vital la implicación de los ayuntamientos que por 
su condición de municipios costeros viven esta realidad migratoria en primera línea y que deben adoptar medidas 
urgentes para acoger a quienes llegan en condiciones muy precarias tras su travesía en el mar. Labor para la que no 
siempre cuentan con el apoyo e inmediatez que este drama humano merece.

Citamos como ejemplo los problemas a los que se enfrenta el Ayuntamiento de Barbate para sufragar los costes 
económicos que se derivan del rescate de cadáveres de inmigrantes que, desgraciadamente, pierden la vida 
en su periplo migratorio (queja 18/3514).

...

1.10.2.6 Protección social de las personas inmigrantes

...

En el primer y más básico nivel de acceso a los servicios sociales y a sus prestaciones, podemos destacar casos 
cuyas notas de fondo representan la realidad de otras tantas personas o familias que emigran a nuestro país, como 
el de una familia saharaui que se trasladó a Andalucía con su familia, buscando mejorar su suerte y que su hija de 24 
años y con parálisis cerebral de nacimiento, pudiera recibir el tratamiento médico oportuno. (queja 18/4093)

El matrimonio y su hija nos explicaban que tras tres años en nuestro país, no habían podido acceder al empleo ni 
contar con ingresos que les permitieran la cobertura de sus necesidades esenciales, sobreviviendo con las ayudas de 
Cáritas para sufragar el alquiler mensual de la vivienda y los gastos por suministros básicos.
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Como en tantos otros casos similares, preocupaba a la familia la falta de un trabajo del que obtener ingresos para 
cubrir necesidades básicas como la de vivienda.

Esta situación de falta de recursos de supervivencia hace preciso que muchas personas extranjeras deban valerse 
de ayudas municipales de emergencia, hasta que, una vez alcanzada la vecindad administrativa en Andalucía 
y, en suma, empadronadas en nuestra comunidad autónoma por el período mínimo exigido, en su caso, quede 
expedita la posibilidad de acceder a otras prestaciones que precisan mayores requisitos, como sucede con la recién 
estrenada renta mínima de inserción social, que entró en vigor el 1 de enero de 2018.

...

1.10.2.7 Derecho al acceso a una vivienda de las personas inmigrantes

...

En cuanto a los problemas que se nos exponen en este tipo de quejas, algunos versan sobre la solicitud de ayuda para 
poder acceder a una vivienda protegida por la Administración ante la inminencia de un desahucio por falta de pago 
de rentas. En estos casos, la posible solución al problema, siempre temporal y limitada en su cuantía, ante la carencia 
de viviendas públicas que poder ofrecer para realojar a las familias que se ven en esta situación, viene de la mano de 
dos tipos de intervenciones, por un lado, la de los Servicios Sociales municipales, mediante la concesión de ayudas 
económicas de emergencia para hacer frente o al impago del alquiler o para poder suscribir un nuevo contrato de 
arrendamiento, abonando ayudas por importe correspondiente a la fianza y algunas mensualidades de la renta.

Por otro lado, en las grandes ciudades, este tipo de ayudas al alquiler suelen concederse por los entes instrumentales 
que ejecutan y gestionan la política de vivienda municipal, los cuales tienen programas de ayudas para el pago 
de rentas, con cargo exclusivamente a los presupuestos municipales, que se caracterizan por ser otorgadas para 
mayores períodos de tiempo, incluso dos o tres años (queja 17/5800).

La cuestión es que este tipo de solución comporta no pocas dificultades, fundamentalmente por el elevado precio 
que han alcanzado los alquileres privados para las personas en situación de exclusión o en riesgo de estarlo, además 
de las fuertes garantías que suelen pedir los propietarios de las viviendas, como son contar con nómina que acredite 
la percepción de ingresos, o avalistas del contrato para el caso de impago, requisitos estos imposibles de cumplir 
para el perfil de población al que nos venimos refiriendo.

...

1.11 Salud

1.11.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.11.2.1 Salud Pública

...

El interés por la salud individual se hace patente en la mayoría de las quejas que recibimos de los ciudadanos. Sin 
embargo algunas de ellas introducen un matiz de preocupación por la dimensión social de la salud que resulta 
muy digno de tener en cuenta.

En este orden de cosas durante el pasado ejercicio se evidenció el interés por la salud ambiental en forma de 
quejas, algunas ya conocidas como las atinentes a la garantía de cumplimiento de la normativa “antitabaco”, otras 
más novedosas, como la que plantea el riesgo que para la salud pueden implicar los dispositivos “sopladores de 
hojas” que se vienen utilizando en la limpieza viaria de las ciudades.
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